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III. políticas y prácticas comerciales, por medida

1) Visión general 

1. Sierra Leona tiene un régimen comercial relativamente abierto.  En los últimos años se han aplicado nuevas reducciones arancelarias, principalmente a consecuencia de los compromisos contraídos con la Comunidad Económica de Estados del África Occidental (CEDEAO).  En el Documento Provisional de Estrategia de la Reducción de la Pobreza de Sierra Leona, se afirma que continuará el proceso de liberalización y especialmente la racionalización y la reducción de los aranceles exteriores (apartado ii) c), párrafo 6 del capítulo II).  
2. El arancel de aduanas es el principal instrumento de política comercial de Sierra Leona y los derechos de aduana efectivos representan el 45 por ciento de los ingresos totales del Estado (incluidas las donaciones).  El arancel medio NMF efectivo aplicado, que incluye el impuesto sobre el consumo y el impuesto de la CEDEAO, es el 14,9 por ciento.  El arancel medio NMF aplicado es el 13,5 por ciento para los productos industriales y el 16,5 por ciento para las importaciones de productos agropecuarios.  Aproximadamente el 52 por ciento de las líneas arancelarias adeudan derechos que oscilan entre el cero y el 10 por ciento, mientras que los derechos que adeuda otro 47 por ciento se sitúan entre el 20 por ciento y el 30 por ciento.  El arancel de aduanas incluye siete tipos (nulos, 5 por ciento, 10 por ciento, 15 por ciento, 20 por ciento, 25 por ciento, y 30 por ciento) y son los productos de consumo final los que adeudan los derechos más elevados.  El arancel incorpora cierto grado de progresividad.  El derecho arancelario NMF más elevado que se aplica es el 60,5 por ciento (principalmente a las bebidas y preparados alcohólicos, el tabaco, y las armas y municiones).  Todas las líneas arancelarias están consolidadas, lo que hace que el arancel sea muy previsible.  Sin embargo, la media aritmética de los tipos arancelarios NMF consolidados (47,5 por ciento) es considerablemente superior al tipo arancelario medio NMF aplicado (13,9 por ciento), lo que da a las autoridades amplio margen para aumentar, dentro de las consolidaciones, los derechos aplicados.  Todos los derechos arancelarios aplicados se fijan sobre una base ad valorem, característica que contribuye a la transparencia del arancel.

3. Sierra Leona aplica el derecho complementario de la CEDEAO, del 0,5 por ciento, que se percibe únicamente sobre las importaciones procedentes de terceros países.  Asimismo, Sierra Leona aplica a determinadas importaciones un impuesto del 30 por ciento sobre el consumo (incluido en sus compromisos consolidados) y un impuesto del 17,5 por ciento sobre las ventas a los productos nacionales y extranjeros.

4. Sierra Leona no aplica todavía el Acuerdo sobre Valoración en Aduana, de la OMC;  sigue aplicando la Definición del Valor de Bruselas y valores de referencia para elevar los precios de importación de productos sensibles tales como el arroz, harina, azúcar, cemento, zapatas de plástico para ruedas, vestidos y accesorios de vestir usados.  La inspección previa a la expedición es obligatoria y son los importadores quienes sufragan los costos con ella relacionados.  
5. Desde octubre de 2003 se ha reducido el tiempo de las mercancías en muelle mediante un "centro de ventanilla única" para el despacho de las mercancías importadas.  Las restricciones a la importación y los requisitos de licencias para las plantas y semillas se aplican en general con el fin de preservar el medio.  Para las medidas de urgencia, no hay un marco legislativo ni institucional.  
6. Los procedimientos para la exportación siguen siendo largos y complicados.  Desde octubre de 2000 las exportaciones de oro y diamantes, que están sujetas a procedimientos especiales, sólo se permiten a través de exportadores registrados y aprobados.  En 2002 y 2003, se cobraba a los extranjeros, por las licencias para la exportación de diamantes, unos derechos más elevados que a los nacionales con el fin de fomentar la participación de estos últimos en ese sector, pero desde 2004 se aplica un derecho uniforme a todas las licencias de exportación.  A partir de 2003, es obligatorio un certificado de origen (proceso Kimberley) para la exportación de diamantes en bruto.  Las exportaciones de plantas y de carbón vegetal están limitadas por motivos medioambientales.  Se perciben impuestos sobre las exportaciones de cacao y café (2,5 por ciento) y de diamantes (3 por ciento).

7. Sierra Leona no es signatario del Acuerdo de la OMC sobre Compras del Sector Público;  desde agosto de 2004 aplica normas y reglamentos transitorios, durante un período de un año, en espera de que se complete la revisión del marco reglamentario correspondiente;  en la actualidad no se conceden preferencias a los proveedores nacionales.  Se conceden incentivos fiscales a la producción y al comercio, entre ellos un requisito de contenido nacional para las actividades de transformación de los productos agrícolas;  el impuesto sobre la nómina aplicado a quienes no son ciudadanos de los países de la CEDEAO es 10 veces superior al que adeudan los ciudadanos de la subregión.  Se mantiene la participación del Estado en la economía, porque no avanza el proceso de privatización.  
8. Está fortaleciéndose el marco reglamentario e institucional para la protección de los derechos de propiedad intelectual (DPI);  la ratificación de determinados acuerdos sobre DPI (por ejemplo el Protocolo de Harare, de 1999, para las patentes y los dibujos y modelos industriales) y la aplicación eficaz de medidas de protección se ven impedidas, al parecer, por limitaciones institucionales y por falta de medios.  Sierra Leona no posee un marco jurídico general relativo a la política de competencia y la protección del consumidor.  Los problemas medioambientales se han abordado con la introducción y aplicación de nueva legislación (por ejemplo, la Política nacional de medio ambiente y la Ley de protección medioambiental).

2) Medidas que afectan directamente a las importaciones

i) Requisitos de registro y documentación

9. Los principales documentos que se exigen para el despacho de aduana son:  un informe de conclusiones y un informe sobre el derecho de importación
;  un conocimiento de entrada
;  facturas comerciales;  certificado de fumigación/fitosanitario;  certificado de origen;  certificado combinado del valor y del origen, y declaración de importación;  lista de envases;  certificado especial para mercancías tales como medicamentos, sosa cáustica y sal, y un certificado de seguro.

10. Sierra Leona exige la inspección previa a la expedición (IPE) de sus importaciones (véase infra).  Se halla en curso todavía un proyecto encaminado a establecer el Sistema Automatizado de Gestión de Datos Aduaneros (ASYCUDA) de la UNCTAD, que no ha podido concluirse por falta de financiación externa.
  Desde octubre, el Departamento de Aduana e Impuestos Indirectos dispone de un centro de "ventanilla única" para el despacho de las mercancías importadas, que tienen por objeto reducir el tiempo de permanencia de las mercancías en muelle.  Según afirma la Autoridad Fiscal Nacional (AFN) el tiempo de despacho de aduana ha quedado reducido ya, en promedio, a 12 horas o un día;  el promedio anterior era de 36 horas de trabajo o tres días.  Sierra Leona aplica disposiciones después de la entrada de las mercancías, y las declaraciones de importación se comprueban después del despacho de los bienes.  El Auditor interno es el encargado de preparar el informe de esta auditoría posterior a la entrada, y su resultado se comunica, a través del Comisionado, al importador o al agente para que puedan actuar en consecuencia, si ello es preciso.  
ii) Inspección previa a la expedición y valoración en aduana

a)
Inspección previa a la expedición 

11. La inspección previa a la expedición (IPE) es obligatoria desde 1990.
  El 29 de marzo de 2004, después de un concurso público, este servicio se concedió a Intertek International (SL) Ltd., bajo supervisión del Ministerio de Hacienda y de la AFN.
  Están sujetas a inspección las mercancías (incluidos los bienes de segunda mano) por un valor mínimo de 2.000 dólares EE.UU. f.o.b.  Algunos artículos y/o usuarios finales están exentos de los requisitos de inspección previa a la expedición.
  La tasa de inspección, pagadera por el importador, se ha fijado en el 1,10 por ciento del valor f.o.b.
  El recargo por la IPE se asigna de la manera siguiente:  i) el 0,89 por ciento al cliente extranjero, en un banco comercial local;  ii) el 0,11 por ciento se transferirá a la cuenta de garantía bloqueada (véase infra);  y iii) el 0,10 por ciento se transferirá al Fondo de Rentas Consolidadas del Gobierno de Sierra Leona.  El derecho de inspección del arroz es del 0,25 por ciento (tiene por objeto paliar el efecto del alto precio del arroz).
  Intertek se encarga de establecer el código aduanero pertinente y adecuado que ha de utilizarse como base para el cálculo del derecho aduanero y otros impuestos conexos.  Una vez recibidos todos los documentos necesarios y tras una evaluación satisfactoria, Intertek envía al importador un Informe de Derechos de Importación (IDI) y certifica las facturas finales del exportador.
  Hace la valoración el funcionario de aduanas de la AFN, que compara el valor que figura en el IDI, la factura del importador, y la base de datos de las valoraciones en aduana
;  el más alto de los tres se considera el valor a efectos del derecho de aduanas.
  Verifica el valor de las mercancías un evaluador de precios de Intertek radicado en el exterior, antes de que los productos se exporten.  Sin embargo, el Departamento de Aduanas tiene facultades para aumentar la valoración si detecta casos de incoherencia en el valor.  Intertek se encarga de evaluar si la cantidad, la calidad y el valor de los productos están en regla.  
12. En caso de discrepancia en cuanto a un envío durante el proceso de inspección, y si el exportador no adopta las medidas correctivas dentro de los cinco días laborables siguientes a la notificación, Intertek puede emitir un Informe de constataciones, no negociable, que prohibirá el despacho de aduanas en Sierra Leona.
  

13. Con arreglo al acuerdo firmado entre el AFN e Intertek (artículo 10), Intertek debe identificar las necesidades de formación en materia de valoración en aduana, (véase infra) y ha de preparar un programa detallado para la formación de los empleados de la AFN.  El costo y la cantidad de la formación y de las adquisiciones de información se limitarán a los fondos disponibles en la cuenta de garantía bloqueada, que gestionan conjuntamente la AFN e Intertek.  
14. Sierra Leona no ha presentado todavía a la OMC ninguna notificación sobre inspección previa a la expedición. 
b)
Valoración en aduana y normas de origen

Valoración en aduana

15. Sierra Leona no ha aplicado todavía las disposiciones del Acuerdo de la OMC sobre Valoración en Aduana, y sigue aplicando la Definición del Valor, de Bruselas.
  Sierra Leona se acogió al período transitorio de cinco años de que disponían los países en desarrollo hasta el 31 de mayo de 2000 (Anexo III, párrafo 1), pero el Comité de Valoración en Aduana de la OMC no ha recibido todavía la correspondiente notificación ni información alguna.  Se esperaba que desde el 29 de marzo de 2004 Intertek facilitara asistencia al Departamento de Aduanas e Impuestos Indirectos para que éste adquiriera los conocimientos y equipos básicos que facilitaran la aplicación del Acuerdo sobre Valoración en Aduana, de la OMC.  Según la AFN, el Acuerdo de la OMC no se aplica por la falta de tecnología moderna (para confirmar rápidamente los valores corrientes de mercado en el mundo entero), que se precisa para aplicar el método del valor de transacción.  En 2004, Sierra Leona recibió asistencia técnica de la Secretaría del Commonwealth para aplicar el Acuerdo de la OMC;  en julio de 2004, un funcionario de la AFN participó en el Seminario Regional sobre valoración en aduana, facilitación del comercio y normas de origen, impartido por la OMC en Tanzanía.
  En el momento en que se termina la redacción del presente Informe, no se ha facilitado ninguna fecha ni plan para la aplicación del Acuerdo de la OMC sobre Valoración en Aduana.

16. Para los fines de la valoración en aduana, Sierra Leona emplea los valores mínimos y/o de referencia (es decir, los valores en aduana mínimos).  Los requisitos de los valores mínimos y/o los valores de referencia se aplican a los siguientes productos:  arroz (235 dólares EE.UU. por tonelada);  harina (225 dólares EE.UU. por tonelada);  azúcar (240 dólares EE.UU. por tonelada);  cemento (52,22 dólares EE.UU. por tonelada);  zapatillas de plástico (0,45 dólares EE.UU. el par);  prendas de vestir usadas (1 dólar EE.UU. por kg);  y accesorios de vestir usados (zapatos, cinturones, bolsos, etc.) (1,4 dólares EE.UU. por kg).  Sin embargo, parece que no se ha publicado y puesto a disposición del público una lista oficial.  Los precios de los productos agropecuarios se actualizan de manera estacional.

17. Sierra Leona es miembro de la Organización Mundial de Aduanas, pero no es parte contratante del Convenio de Kyoto sobre Procedimientos Aduaneros, por falta de financiación y de capacidad.
  Según afirman las autoridades, Sierra Leona espera pasar a ser parte contratante y busca la asistencia de socios para el desarrollo.  
Normas de origen

18. Las importaciones de todos los orígenes adeudan derechos NMF, excepto las de los productos a los que se aplica el régimen arancelario preferencial transitorio de la CEDEAO (apartado ii) c), párrafo 6) del capítulo II).
  Las importaciones deben ir acompañadas del correspondiente certificado de origen expedido por la autoridad competente del país exportador, de conformidad con los procedimientos de certificación previstos.
  Con arreglo a las normas de la CEDEAO, se considera en general que un producto es de origen de los países de la CEDEAO si se ha producido en su totalidad en un estado miembro, o tiene un contenido nacional del 30 por ciento, o ha sufrido una transformación sustancial.  Los productos de la Unión Económica y Monetaria del África Occidental (UEMAO), una vez certificados por la Secretaría de la CEDEAO, reciben el mismo trato que los demás productos de la CEDEAO.  
19. En la lista aprobada de empresas y productos industriales aprobados hay 774 empresas y 2.433 productos que se benefician del Plan de Liberalización del Comercio de la CEDEAO (diciembre de 2003).  Sierra Leona tiene dos empresas (T. Choitthrams y Sons y Chellerams Chemicals) y tres productos (goma de mascar, galletas y jabón para lavar la ropa) aprobados en el marco de ese Plan.  Según las autoridades, Sierra Leona no aplica el Plan de Liberalización, al parecer porque los operadores no lo conocen bien y no están claros los ingresos fiscales que se condonarían.

20. Al parecer, Sierra Leona no aplica normas de origen preferenciales para percibir derechos de importación.  Hasta hoy, este país no ha presentado a la OMC ninguna notificación sobre normas de origen preferenciales o no preferenciales.

iii) Aranceles y otros derechos e impuestos percibidos sobre las importaciones 

a)
Aspectos generales.
21. Sierra Leona concede el trato de nación más favorecida (NMF) a todos sus interlocutores comerciales.  Los derechos de importación son exclusivamente derechos ad valorem, percibidos sobre el valor c.i.f. (coste, seguro y flete).  No se aplican derechos aduaneros estacionales, contingentes arancelarios, ni gravámenes variables.  El Arancel de Aduanas (desde marzo de 2004), que consta de 5.577 líneas arancelarias del nivel de 8 dígitos, se basa en tres nomenclaturas, a saber, las versiones de 1992, 1996, y 2002 del Sistema Armonizado (SA).
  En el itinerario para el Arancel Exterior Común/Unión Aduanera de la CEDEAO (noviembre de 2003) se preveía que en el mes de diciembre de 2003 comenzaría a aplicarse plenamente el Sistema Armonizado (SA) de 2002.  Sierra Leona no ha hecho todavía la transposición de todo su arancel de aduanas al SA02.

22. Sierra Leona viene aplicando reformas desde el decenio de 1980, cuando los tipos oscilaban entre el 0 por ciento y el 100 por ciento.  En 1993/94 hubo una nueva reforma de la estructura del arancel y entonces los tipos eran del 5 por ciento, el 15 por ciento, el 20 por ciento, y el 40 por ciento.  Después, nuevas reformas redujeron aún más y racionalizaron caso por caso los tipos aplicables a varios productos.

23. Según comunican las autoridades, la estructura arancelaria va a armonizarse con la de los demás países de la subregión de la CEDEAO para reducir el contrabando y fomentar el comercio oficial a través de las fronteras.  Se espera que con esta armonización se fomente la normalidad fiscal, mejore el entorno empresarial y se generen mayores ingresos fiscales (véase infra).
  El arancel aplicado a los "productos sociales", entre ellos todos los materiales de enseñanza básicos, los productos farmacéuticos para la atención primaria de salud, y la maquinaria agrícola, se ha reducido del 20 por ciento al 5 por ciento.  Desde 2002, se aplica también a los cigarrillos importados en Sierra Leona el tipo del derecho aplicable en los países vecinos.  
24. En la actualidad, el arancel de aduanas de Sierra Leona incluye siete tipos:  nulos, del 5 por ciento, del 10 por ciento, del 15 por ciento, del 20 por ciento, del 25 por ciento, y del 30 por ciento.  La media aritmética del arancel NMF aplicado es del 13,9 por ciento (cuadro III.1 y gráfico III.1).  En el cuadro AIII.1 se dan detalles de los derechos NMF aplicados, por categorías de productos.  El Arancel de Aduanas se publica en el Boletín Oficial, pero no se encuentra en el sitio Web de las Aduanas en Internet.  
Cuadro III.1

Estructura del arancel NMF de Sierra Leona, 2004

(Porcentaje)

	
	
	NMF
	Derecho NMF efectivamente aplicadoa
	R.U.b

	
	Arancel consolidado 
	
	
	

	1.
	Líneas arancelarias consolidadas (porcentaje de las líneas arancelarias totales)
	100,0
	100,0
	100,0

	2.
	Media aritmética de los tipos consolidados
	47,5
	..
	47,5

	
	Productos agropecuarios (SA01-24)
	41,8
	..
	41,8

	
	Productos industriales (SA25-97)
	48,5
	..
	48,5

	
	OMC, productos agropecuarios
	40,6
	..
	40,6

	
	OMC, productos distintos de los agropecuarios 
	48,7
	..
	48,7

	
	Textiles y vestido
	50,0
	..
	50,0

	3.
	Contingentes arancelarios (porcentaje de las líneas arancelarias totales)
	0,0
	..
	0,0

	4.
	Líneas arancelarias libres de derechos (porcentaje de las líneas arancelarias totales)
	0,0
	..
	0,0

	5.
	Aranceles distintos de los aranceles ad valorem (porcentaje de las líneas arancelarias totales)
	0,0
	..
	0,0

	6.
	Aranceles distintos de los aranceles ad valorem sin EAV (porcentaje de las líneas arancelarias totales)
	0,0
	..
	0,0

	7.
	Derechos "de puro estorbo" (porcentaje de las líneas arancelarias totales)c 
	0,0
	..
	0,0

	
	Arancel aplicado 
	
	
	

	8.
	Promedio aritmético de los tipos aplicados 
	13,9
	14,9
	..

	
	Productos agropecuarios (SA01-24)
	17,2
	18,6
	..

	
	Productos industriales (SA25-97)
	13,3
	14,3
	..

	
	Productos agropecuarios incluidos en la OMC 
	16,5
	17,9
	..

	
	Productos agropecuarios no incluidos en la OMC 
	13,5
	14,4
	..

	
	Textiles y vestido
	22,0
	23,3
	..

	9.
	Crestas del arancel nacional (porcentaje del total de las líneas arancelarias)d
	0,0
	0,9
	..

	10.
	Crestas arancelarias internacionales (porcentaje del total de las líneas arancelarias)e
	47,2
	48,2
	..

	11.
	Desviación standard general de los tipos arancelarios 
	9,5
	10,4
	..

	12.
	Coeficiente de variación de los tipos arancelarios
	0,7
	0,7
	..

	13.
	Contingentes arancelarios (porcentaje del total de las líneas arancelarias)
	0,0
	0,0
	..

	14.
	Líneas arancelarias en franquicia (porcentaje del total de las líneas arancelarias)
	0,4
	0,0
	..

	15.
	Aranceles distintos de los aranceles ad valorem (porcentaje del total de las líneas arancelarias)
	0,0
	0,0
	..

	16.
	Aranceles distintos de los ad valorem sin equivalentes ad valorem (porcentaje del total de las líneas arancelarias)
	0,0
	0,0
	..

	17.
	Derechos de puro estorbo aplicados (porcentaje del total de las líneas arancelarias)c
	0,0
	0,4
	..


..
Dato no disponible.

a
Con inclusión de los impuestos sobre el consumo y los de la CEDEAO.

b
Los cálculos de las consolidaciones definitivas se basan en el arancel de 2004.  No se incluyen los derechos sobre el consumo.

c
Los derechos "de puro estorbo" son derechos del 2 por ciento o inferiores.

d
Las crestas arancelarias nacionales son los derechos tres veces superiores a la media aritmética general de los tipos aplicados (indicador 8).

e
Las crestas arancelarias internacionales son los derechos superiores al 15 por ciento.

Fuente:
Cálculos de la OMC basados en datos facilitados por las autoridades de Sierra Leona.
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Gráfico III.1

Distribución de los aranceles NMF y tipos NMF efectivos aplicados, 2004

Los porcentajes que figuran entre paréntesis corresponden a la parte de las líneas totales.  Los tipos 

arancelarios NMF efectivos aplicados incluyen el impuesto sobre el consumo y los impuestos de la CEDEAO.



Cálculo de la Secretaría de la OMC basados en datos proporcionados por las autoridades de Sierra Leona.
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Fuente

:

Número de líneas arancelarias

Número de líneas arancelarias

Tipos NMF efectivos aplicados

NMF

Tipos arancelarios

Tipos arancelarios


25. El Arancel Exterior Común (AEC) de la CEDEAO entrará en vigor el 1º de enero de 2008.  Hasta diciembre de 2007 se ha concedido a los países de la CEDEAO que no son miembros de la UEMAO un período de transición para que puedan negociar y adaptar sus aranceles nacionales al Arancel Exterior Común de la UEMAO (apartado ii) c), párrafo 6) del capítulo II).  Según un estudio reciente, serán mínimas las posibles pérdidas de ingresos y el empeoramiento de la cuenta corriente exterior de Sierra Leona que resulten de la aplicación del propuesto Arancel Exterior Común de la CEDEAO.
  En 2003, los derechos de aduana e impuestos sobre el consumo (apartado iii) e) del párrafo 2) y apartado i) del párrafo 4) reportaron aproximadamente el 45 por ciento de las rentas oficiales de Sierra Leona, incluidas las donaciones (los ingresos brutos procedentes de los derechos de importación ascendieron a 191.915.000.000 de leones, es decir, unos 71 millones de dólares EE.UU.).
  Para compensar las pérdidas de ingresos por la aplicación del Arancel Exterior Común de la CEDEAO, las autoridades prevén ampliar el alcance de otras fuentes de ingresos e introducir un impuesto sobre el valor añadido.  (apartado a), párrafo i) capítulo 4).
 

26. Sierra Leona no presentó su arancel de aduanas a la Base Integrada de Datos (BID), de la OMC, hasta el comienzo de los preparativos para su primer Examen de las Políticas Comerciales.
 

b)
Consolidaciones arancelarias en régimen NMF
27. Todas las líneas arancelarias de Sierra Leona están consolidadas (cuadro III.1).  En la Ronda Uruguay, Sierra Leona consolidó los aranceles que aplica a los productos agropecuarios a un tipo máximo del 40 por ciento, excepto los aplicados a las preparaciones de cereales, la harina (partidas 1902-1905 del SA), sopas desecadas (partida 2104 del SA), linters de algodón (partidas 5501-5504 del SA)), que se consolidaron a tipos máximos del 30 por ciento, y la cerveza de malta (partida 2203 del SA) al 80 por ciento.  Los aranceles aplicados a las partidas no agrícolas están consolidados en su totalidad a un tipo máximo del 50 por ciento, salvo algunas partidas cuyos tipos están fijados en el 30 por ciento, 35 por ciento, 70 por ciento y 80 por ciento.
  Los tipos máximos están consolidados en el caso de los demás derechos y cargas al 20 por ciento (impuesto sobre las ventas), 30 por ciento (impuesto de consumo) o 50 por ciento (impuesto sobre las ventas más impuesto sobre el consumo), para distintos productos.
28. Muchos de los tipos consolidados de Sierra Leona son considerablemente más elevados que los derechos aplicados, lo que hace incierto en alguna medida su arancel aplicado.  La actual diferencia de 33,6 puntos porcentuales entre los tipos medios NMF consolidados y los aplicados da a las autoridades amplias posibilidades de elevar los derechos aplicados dentro de las consolidaciones al tipo máximo (cuadro III.1 y gráfico III.2).  La media aritmética de los derechos NMF efectivos aplicados es inferior a los niveles que figuran en la Lista CXX de Sierra Leona, de la Ronda Uruguay.  Se respetan todas las consolidaciones.  
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a              En los tipos arancelarios NMF efectivos aplicados se incluyen el impuesto de consumo y el impuesto de la CDEAO.



Fuente :  Cálculos de la Secretaría de la OMC basados en datos facilitados por las autoridades de Sierra Leona.
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Gráfico III.2

Derechos NMF medios, derechos efectivos aplicados

a

 y derechos arancelarios finales consolidados, 

por secciones del SA, 2004

NMF

Final

 

consolidado

NMF efectivo aplicado

NMF medio

(13,9%)

01   Animales vivos y sus productos   

02   Productos del reino vegetal

03   Grasas y aceites  

04  Alimentos elaborados, etc.

05   Productos minerales

06   Productos químicos

07   Plástico y caucho

08   Pieles y cueros

09   Madera y sus manufacturas

10   Pasta de madera, papel, etc.

11   Textiles y sus manufacturas

12   Calzado, sombreros

13   Manufacturas de piedra

14   Piedras preciosas, etc.

15   Metales comunes y sus 

manufacturas

16   Máquinas y aparatos

17   Material de transporte



18  Instrumentos de precisión

19  Armas y municiones

20  Mercancías y productos diversos

21  Objetos de arte, etc.

NMF medio 

efectivo aplicado

(14,9%)

Medio final 

consolidado

(47,5%)


c)
Dispersión arancelaria
29. Las posibles pérdidas de eficiencia relacionadas con el arancel de aduanas dependen no sólo del promedio de los tipos arancelarios NMF efectivos, sino también de la dispersión de esos tipos en los distintos productos.  Actualmente, el 52,1 por ciento de las líneas arancelarias de Sierra Leona adeudan derechos del 5 por ciento o del 10 por ciento mientras que otro 47 por ciento de las líneas adeudan derechos del 20 por ciento o del 30 por ciento, (lo que supone una concentración en menos de cuatro tipos de los siete tipos vigentes, sobre todo en los tipos más bajos (gráfico III.1 y gráfico III.3).  Los derechos efectivamente aplicados (incluido el de consumo y los impuestos de la CEDEAO) oscilan entre el 0,5 por ciento y el 60,5 por ciento.  En 2004, 36 partidas de 8 dígitos del SA02 soportaban el arancel efectivo aplicado más elevado:  el 60,5 por ciento (principalmente las bebidas/preparaciones alcohólicas, el tabaco y artículos para fuegos artificiales, y municiones) y cuatro partidas adeudaban el siguiente de los derechos más elevados:  50,5 por ciento (armas y municiones);  dos partidas de 8 dígitos del SA02 (municiones y tabaco) adeudan los derechos más elevados siguientes, al tipo del 40,5 por ciento.
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a                En los tipos arancelarios NMF efectivos aplicados se incluye el derecho de consumo y los impuestos de la CEDEO.



Fuente :   Cálculos de la Secretaría de la OMC basados en datos facilitados por las autoridades de Sierra Leona.
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Gráfico III.3

Progresividad arancelaria por partidas de 2 dígitos de la CIIU, sectores industriales, 2004
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d)
Progresividad arancelaria
30. El arancel de aduanas de Sierra Leona muestra una pronunciada progresividad, que refleja las prioridades de la política nacional y subregional (gráfico III.2).  Sin embargo, los niveles de protección medios para los textiles plenamente elaborados y las manufacturas de cuero, los productos de metales básicos, y los productos metálicos fabricados, las actividades de producción de maquinaria son más bajos que los aplicables a los productos semielaborados;  la protección media para los productos semielaborados del sector químico es menor que en la primera fase de elaboración.  
e)
Otros derechos
31. Desde 1979, además de los derechos de aduana NMF, se percibe un impuesto de consumo del 30 por ciento sobre el valor c.i.f.  de las importaciones de bebidas alcohólicas (partidas 2204, 2205, 2207.10.90, 2207.20 y 2208 del S.A.), las manufacturas de tabaco (partidas 2402.10, 2402.90 y 2403 del S.A.(excepto la partida 2403.10.10)), los productos derivados del petróleo (partidas 2710, 2711, 2712, 2713, 2714, 2715, 2716 del SA), artículos para fuegos artificiales y demás artículos de pirotecnia (partida 3604 del SA) y armas y municiones (partidas 9301, 9302, 9303, 9304, 9305, 9306.21, 9306.90 y9307del SA).  En 2003, el impuesto especial aplicado a los productos del petróleo aportó en torno al 20 por ciento de los ingresos totales por impuestos indirectos.
  Según las autoridades, el impuesto especial sobre el consumo es una medida de protección para las industrias nacionales productoras de los mismos bienes o de bienes similares.  El efecto combinado de los derechos aduaneros NMF aplicados y el impuesto sobre el consumo hace aumentar el promedio arancelario simple de modo que el tipo medio efectivo aplicado es del 14,9 por ciento (cuadro III.1).
 

32. El impuesto sobre el consumo aplicable a los bienes suntuarios y demás bienes con ellos relacionados se suprimió en 2002.
 

33. Todas las importaciones comerciales procedentes de países no pertenecientes a la CEDEAO adeudan un derecho adicional del 0,5 por ciento de su valor c.i.f.  
f)
Ventajas aduaneras y fiscales
34. Los medicamentos contra el paludismo y el virus de inmunodeficiencia humana (VIH) están exentos de derechos de importación.  Según afirman las autoridades, se han previsto ventajas fiscales para la importación de fábricas y maquinaria y otros equipos, en concreto para establecer actividades de fabricación, extractivas, agrícolas y de turismo.  En 2003, los ingresos de derechos de aduana condonados a consecuencia de las concesiones fiscales ascendieron a 70.900 millones de leones (aproximadamente 22,6 millones de dólares EE.UU.), principalmente a importaciones hechas por ONG (30 por ciento), organismos internacionales (21,5 por ciento), embajadas (11 por ciento), y la Administración (2 por ciento).
  Según indican las autoridades, el motivo fundamental de las importaciones de la Administración en el marco del plan de concesiones fue el desarrollo económico y social.  
g)
Preferencias arancelarias 
35. Se prevé que Sierra Leona concederá un trato arancelario preferencial a los productos comprendidos en el tratado de la CEDEAO (apartado ii) c), párrafo 6 y apartado ii) b), párrafo 2 del capítulo II).

iv) Los demás derechos y cargas

36. Según la AFN, se percibe un derecho de timbre sobre los conocimientos de embarque a un tipo especificado.  Los derechos portuarios aplicados a las importaciones y a las exportaciones oscilan entre 500 leones (0,18 dólares EE.UU.) y 1.000 leones (0,37dólares EE.UU. por tonelada), y se calculan sobre el volumen.
 

v) Prohibiciones y restricciones a la importación y licencias de importación

37. Algunas restricciones y prohibiciones a la importación se mantienen por motivos de salud, seguridad y medioambientales.
  Se requiere un permiso especial, expedido por el Ministerio de Agricultura, Silvicultura y Seguridad Alimentaria para la importación de plantas, semillas, tierra ‑excepto turba esterilizada y abonos especiales, y las de cualquier material mezclado con tierra.
   Por motivos de seguridad, están restringidas las importaciones de armas, municiones y explosivos.

38. Por el momento Sierra Leona no ha presentado respuestas al cuestionario anual de la OMC sobre procedimientos para el trámite de licencias de importación.  
vi) Comercio de Estado

39. Las importaciones totales realizadas por las empresas de propiedad del Estado (EPE) alcanzaron, según estimaciones, un valor de 59,7 millones de dólares EE.UU. en 2003;  el valor de las exportaciones fue de 2,6 millones de dólares EE.UU.  Se considera que las empresas de propiedad del Estado dan empleo a casi 6.000 trabajadores.  Si bien se han emprendido iniciativas para privatizar o liquidar empresas públicas (cuadro III.2), la participación del Estado se mantiene en determinadas actividades estratégicas de comercio y relacionadas con el comercio.
  En 2001, las autoridades acordaron reanudar el proceso de desinversión al aprobar el Plan estratégico para la desinversión en las empresas del Estado, y en 2002 establecieron la Comisión Nacional de Privatización (CNP) para que aplicase el Plan con el apoyo del Banco Mundial.
  La función de la CNP consiste en actuar como accionista prudente, nombrar consejos de dirección independientes, gestionar y preparar a todas las empresas públicas para la desinversión, y prestar servicios eficientes.
  Por ahora no se ha concluido ninguna privatización (apartado ii), párrafo 4) del capítulo I).

Cuadro III.2

Participación del Estado en las Empresas, 2004

	Entidad
	Actividad y fecha de establecimiento/derechos de monopolio
	Alcance de la propiedad del Estado
	Planes de privatización 

	Mercancías
	
	
	

	Forest Industries Corporation
	Muebles y trozas de madera (1964)
	100 por ciento
	Transferir el 80 por ciento de su participación a un inversor estratégico, el 10 por ciento al público, y el 10 por ciento al Consejo del Distrito de Kenema 

	Seabord West Africa
	Fábrica de harina
	0,01 por ciento de las acciones, el Estado es propietario del terreno
	Vender la participación del Estado

	Servicios
	
	
	

	Sierra Leone Commercial Bank Limited
	Banca (1973)
	100 por ciento
	Buscar un inversor internacional estratégico y distribuir la participación como sigue:  inversor estratégico 52 por ciento, Estado 20 por ciento, empleados 5 por ciento, y público 23 por ciento

	National Development Bank Limited
	Banca (1966)
	98,98 por ciento
	Vender la participación del Estado

	Rokel Commercial Bank
	Banca (1998)
	51 por ciento
	Vender el capital social ofreciendo una participación del 40 por ciento a un inversor estratégico internacional, el 6 por ciento al público y el 5 por ciento al personal

	National Insurance Company (NIC)
	Seguros y seguros de vida (1972)
	100 por ciento
	La mayoría de las acciones se venderán a un inversor estratégico tomando disposiciones para la participación pública de los ciudadanos de Sierra Leona

	National Power Authority (NPA)
	Proveedor nacional de electricidad (1982) (de jure)
	100 por ciento
	Establecer un contrato de gestión y un órgano reglamentario

	Sierra Leone Telecommunication Company Limited (Sierratel)
	Telecomunicaciones (de jure)
	100 por ciento
	La mayoría del 60 por ciento como mínimo se ofrecerá, mediante concurso nacional, a inversores precalificados que tengan un historial de inversiones en países en desarrollo.  La aparte restante del Estado se retirará gradualmente

	Guma Valley Water Company
	Suministro de agua potable (1961) (de jure)
	98 por ciento, 
y 2 por ciento Ayuntamiento de Freetown
	Reestructurar la gestión actual

	Airport Authority (SLAA)
	Instalaciones del Aeropuerto (1988) (de jure)
	100 por ciento
	

	Port Authority (SLPA)
	Instalaciones portuarias, incluidas carga y descarga (1964) (de jure)
	100 por ciento
	

	Sierra Leone Airlines (SNA)
	Líneas aéreas nacionales 
(de facto)
	100 por ciento
	

	Sierra Leone National Shipping Company Limited
	Servicios de despacho de aduana y servicios de transporte, no de carga y descarga (1972) (de facto)
	100 por ciento
	Vender el 100 por ciento del capital social y permitir que concursen los directivos 

	Sierra Leone National Workshop
	Ferrocarriles (1978)
	100 por ciento
	Empresa conjunta desde 2004 (capítulo II(7))

	Sierra Leone Road Transport Corporation
	Servicios nacionales de autobuses, de larga distancia
	100 por ciento
	Ofrecer a la venta mediante concurso (el 100 por ciento del capital social) a inversores nacionales

	Sierra Leone Roads Authority (SLRA)
	Construcción y mantenimiento de carreteras (1993) (de jure)
	100 por ciento
	Vender el 60 por ciento a un inversor estratégico y el resto al público

	Mining and General Services Limited (MAGS)
	Agente para:  
líneas internacionales navieras,
Lloyds de Londres,
despacho y transporte (importaciones y exportaciones), y líneas aéreas internacionales (Agentes de viajes) (1956)
	100 por cientoa
	Vender el 100 por ciento del capital social mediante concurso y permitir que participen los directivos

	Hotels
	Mammy Yoko Hotel 
	100 por ciento
	

	Sierra Leone State Lottery Company Limited
	Lotería (1962) (de jure)
	100 por ciento
	

	Sierra Leone Housing Corporation
	Construcción de viviendas (1982) 
(de jure)
	100 por ciento
	Vender el 100 por ciento del capital social mediante concurso y permitir que participen los directivos

	Sierra Leone Postal Services Limited (SALPOST)
	Servicios postales (1990) 
(de jure)
	100 por ciento
	Reestructurar

	Sierra Leone Broadcasting Department (SLBS/TV)
	Radiodifusión (de facto)
	100 por ciento
	Transformarla en empresa

	Sierra Leone Daily Mail
	Periódicos (1952)
	100 por ciento
	Cerrada;  activos en valoración

	Government Printing Department
	Servicios de imprenta y suministro de material de escritorio al Gobierno, y preparación de material educativo para las escuelas.  También, actividades de menor escala para el público (departamento del Ministerio de Información y Radiodifusión)
	100 por ciento
	Ceder entre el 60 y el 80 por ciento de su capital social a un inversor estratégico o mediante concurso público


a
En febrero de 1994, el gobierno militar expropió sin compensación, el 49 por ciento de las acciones que pertenecía a inversores privados.
Fuente:
National Commission for Privatisation (2003), Strategic plan for the divestiture of public enterprises: Implementation Programme (2003-2006);  y SLEDIC (2004), An investors guide to Sierra Leone.

40. Sierra Leona no ha notificado a la OMC ninguna actividad de comercio de Estado realizada por sus empresas, en el sentido del párrafo 4 a) del artículo XVII del GATT de 1994.

vii) Compras del sector público

41. Sierra Leona no es miembro ni observador del Acuerdo Plurilateral de la OMC sobre Compras del Sector Público.  
42. Como parte del programa de reforma iniciado en 2003 parece que están en marcha planes, con el apoyo del Banco Mundial y del PNUD, para modernizar el marco reglamentario para las compras del sector público y redactar una nueva y completa Ley Nacional de Compras del Sector Público basada en la ley tipo de la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacional (UNCITRAL).  Con el fin de facilitar las adquisiciones en curso hasta que se apliquen estas medidas generales, se ha implantado, a partir de agosto de 2004, un conjunto de normas y reglas provisionales por las que se rigen las operaciones de compras del sector público, durante un período de un año.  Según afirman las autoridades, en ese período los consultores elaborarán un texto legal completo sobre compras del sector público, que se aprobará y aplicará después.  
43. El objetivo que persiguen las normas y reglamentos provisionales de 2004 por los que se rige el sector de las compras del sector público es disponer de un conjunto de directrices para la prestación de buenos servicios de compras públicas y para conseguir en todo momento un buen empleo del dinero, haciendo que los fondos públicos se gasten de manera transparente, eficiente, y equitativa, sobre la base de las mejores prácticas en el ámbito de las compras del sector público.  Las normas y reglamentos provisionales han de ser respetados por todos los ministerios, departamentos de la administración, empresas públicas, y todas las demás organizaciones y personas que tienen responsabilidades en los proyectos de compras del sector público.  Está encargada de su administración la Secretaría Ejecutiva para la Reforma de la Contratación Pública, de la Cámara Legislativa.
44. Según estimaciones de las autoridades, el mercado de las compras del sector público de Sierra Leona es de unos 200 millones de dólares EE.UU., incluidas las compras hechas mediante fondos obtenidos de donantes.

45. Las normas y reglamentos provisionales abarcan lo siguiente:  i) contratos para obras de construcción o de renovación, de todo tipo;  ii) contratos de suministro para la compra, alquiler o alquiler financiero (leasing) de los bienes necesarios para el funcionamiento de los servicios de Estado;  y iii) contratos para el suministro de servicios.

Contexto institucional y descentralización

46. Está en marcha la descentralización de las compras del sector público que, transitoriamente, se encuentran centralizadas en la Unidad Central Provisional de Compras (UCPC).  Desde 2004, el contexto institucional a este respecto ha estado formado por:  i) El Comité Nacional de Dirección para la Reforma de las Compras del Sector Público, encargado en general de las políticas y procedimientos de compra hasta que se acuerden y apliquen nuevas normas
;  ii) la Secretaría Ejecutiva para la Reforma de las Compras del Sector Público, para prestar apoyo administrativo al proyecto de reforma y para la coordinación
;  y iii) la Unidad Central Provisional de Compras del Sector Público (UCPC), hasta que las entidades compradoras sean certificadas y se delegue en ellas la autoridad para las compras descentralizadas (no más de 12 meses).  La UCPC se encargará de los procesos de compra para contratos de valor inferior al valor de umbral revisado, de 25 millones de leones (9.250 dólares EE.UU.).  Al final del período de 12 meses, o cuando la compra se delegue en todas las entidades de adquisición, la UCPC se disolverá y su personal recibirá nuevos destinos.
  Se prevé que el Consejo de Compras del Sector Público (CCSP) examinará y aprobará las presentaciones provenientes de la UCPC y de las entidades de compra.

47. Las compras se descentralizarán entre las distintas entidades de compra de manera progresiva, dentro de determinados umbrales, a lo largo de un período de 12 meses contados a partir de la entrada en vigor de las normas y reglamentos provisionales.  Cada una de las entidades de compra será objeto de examen por la Secretaría Ejecutiva para la Reforma de las Compras del Sector Público con el fin de evaluar su capacidad de delegación en cuanto a personal de compras suficientemente cualificado y de conformidad con los umbrales y los procedimientos especificados (cuadro III.3).  Cada una de las entidades de compra ha de identificar y prestar para la formación un número suficiente de personas para poder llevar a cabo las compras del sector público según el plan anual de adquisiciones;  esto les permitirá obtener la certificación requerida (capacidad para comprar) dentro de los 12 meses siguientes a la entrada en vigor de las normas y reglamentos provisionales (es decir, antes de agosto de 2005).
 

Procedimiento

48. En las normas y reglamentos provisionales se prevén tres procedimientos, según el valor del contrato de que se trate (cuadro III.3).  Todos los contratos se presentan a la Secretaría Ejecutiva para la Reforma de las Compras del Sector Público para su aprobación por el Consejo de Compras del Sector Público.
Cuadro III.3

Procedimiento de compras del sector público, a partir de 2004

	
	Unidad Central Provisional de Compras 
	Consejo de Compras Públicas

	Procedimiento I - Antes de la certificación de las entidades de compra, para todos los contratos de valor inferior a 25 millones de leones (9.250 $EE.UU.)

	Entidad compradora no certificada
	
	

	Presenta un plan anual de comprasa a la Secretaría Ejecutiva para la Reforma de las Compras del Sector Público 
	Examina el plan anual de adquisiciones en consulta con la Oficina del Presupuesto del Ministerio de Hacienda 
	Aprueba el Plan Anual de Compras del Sector Público

	Redacta las especificaciones/mandato para cada adquisición y presenta la petición a la Unidad Central Provisional de Compras 
	Evalúa las especificaciones/ mandato
	

	
	Prepara la compra y la presenta al Consejo del Compras del Sector Público.
	Examina y aprueba la compra de que se trateb

	
	Prepara los documentos del concurso, anuncia e informa a los suministradores, recibe y abre las ofertas, y evalúa las ofertas según el plan y las normas y reglamentos para las adquisiciones.  
	

	
	Presenta una evaluación de las ofertas al Consejo de Compras del Sector Público con arreglo a la lista normalizada de las presentaciones
	Examina la evaluación, y presenta su aprobación a la entidad compradora 

	La entidad compradora asigna el contrato y se encarga de su gestión, bajo la supervisión de la Secretaría Ejecutiva para la Reforma de las Compras del Sector Público.
	
	

	Procedimiento II - Para las entidades compradoras  aprobadas para todos los contratos de valor inferior a 25 millones de leones (9.250 $EE.UU.)

	Entidad compradora aprobadad
	
	

	Presenta un Plan Anual de Compras a la Secretaría Ejecutiva para la Reforma de las Compras del Sector Público.  El plan se preparará en consulta con el Comité de Compras de la entidad compradora
	Examina el Plan Anual de Compras en consulta con la Oficina del Presupuesto del Ministerio de Hacienda.  
	Aprueba el Plan Anual de Compras

	Prepara un plan detallado para cada caso de compra y lo presenta al Comité de Compras para su aprobaciónb
	
	

	El Comité de Compras examina el plan detallado y presenta su aprobación a la unidad de compras.  
	
	

	La unidad de compras redacta las especificaciones/mandato;  prepara los documentos del concurso;  anuncia e informa a los proveedores;  recibe y abre los pliegos de las ofertas;  y evalúa las ofertas en función del plan, las normas y el reglamento de la compra.
	
	

	La unidad de compras presenta su evaluación de las ofertas al Comité de Compras con arreglo a la lista normalizada de las presentaciones
	
	

	El Comité de Compras examina la presentación y somete su aprobación a la entidad compradora
	
	

	La entidad compradora acepta el contrato y se encarga de gestionarlo, bajo la supervisión y vigilancia de la Secretaría Ejecutiva para la Reforma de las Compras del Sector Público.  
	
	


	Procedimiento III - Para las entidades compradoras que han recibido la aprobación para contratos de valor igual o superior 
a 25 millones de leones (9.250 $EE.UU.) 

	La entidad compradora aprobadac

	Presenta un Plan Anual de Compras a la Secretaría Ejecutiva para la Reforma de las Compras del Sector Público.  El plan se preparará en consulta con el Comité de Compras de la entidad compradora d
	Examina el Plan Anual de Compras en consulta con la Oficina del Presupuesto, del Ministerio de Hacienda
	Aprueba el Plan Anual de Compras 

	Prepara un plan detallado para cada compra de que se trate y lo presenta para su aprobación al Consejo de Compras del Sector Público
	
	Examen y aprobación del Plan detallado para la compra de que se trate.b

	La entidad compradora redacta las especificaciones/mandato;  prepara los documentos de la licitación;  anuncia e informa a los proveedores;  recibe y abre los pliegos de las ofertas;  y evalúa las ofertas según el plan de compras y las normas y reglamentos 
	
	

	Presenta la evaluación de las ofertas al Consejo de Compras del Sector Público según el orden de presentación 
	
	Examina la presentación y presenta su aprobación a la entidad compradora.  

	La entidad compradora asigna el contrato y se encarga de su gestión, bajo la supervisión y vigilancia de la Secretaría Ejecutiva para la Reforma de las Compras del Sector Público.
	
	


a
Debe prepararlo cada entidad compradora y someterlo a la Secretaría Ejecutiva para la Reforma de las Compras del Sector Público al menos tres meses antes del cierre del ejercicio financiero.  La preparación del plan ha de vincularse con el proceso presupuestario anual y estar en armonía con las asignaciones presupuestarias.  
b
Para los casos en que el valor es elevado, o para equipos, obras o servicios complejos puede especificarse que se precisa ulterior aprobación para los documentos de la licitación y para las fases de la lista reducida de proveedores.  
c
Se incluyen en ella las unidades compradoras (departamento oficialmente establecido en la entidad compradora para llevar a cabo las actividades de compra de esa entidad) y los comités de compras (grupo de la entidad compradora encargado de supervisar las actividades de la unidad compradora y de adoptar decisiones de compra que van desde el examen y el asesoramiento hasta la aprobación y la adjudicación de contratos).

d
El comité de compras de la Entidad Compradora examina y aprueba las presentaciones recibidas de ésta.  Y i) se cerciora de que cada propuesta de adquisición es conforme con las normas y reglamentos, con el plan de compras, y con el procedimiento y las instrucciones;  ii) examina el proceso de compra para cerciorarse de que es transparente, justo, competitivo y económico;  iii) examina las repercusiones financieras y jurídicas del contrato propuesto;  iv) examina el proceso de evaluación;  y v) se cerciora, a través del presupuesto, de que se dispone de los fondos adecuados para cubrir los costos del contrato propuesto.  
Fuente:
Procurement Reform Executive Secretariat (2004), Interim rules and regulations governing public sector procurement in Sierra Leone, marzo, Freetown.

49. Para asignar los contratos de bienes y de obras públicas se dispone de cinco métodos:  i) los concursos competitivos internacionales;  ii) los concursos competitivos nacionales;  iii) los concursos competitivos restringidos;  iv) la compra directa;  y v) contratación directa (cuadro III.4).  Para los contratos de servicios se aplican dos métodos:  solicitud de ofertas, y consultores individuales.

Cuadro III.4

Métodos de adquisición pública, a partir de 2004

	Adquisición de bienes y obras

	Concursos competitivos internacionales 
	Valor de umbral indicado para los contratos de bienes:  500.000 $EE.UU.  o más;  y para los contratos de obras:  1.000.000 de $EE.UU.

La notificación se anunciará en una publicación o medio de difusión internacional y puede también incluirse en sitios de Internet;  debe conceder a los licitadores tiempo suficiente para responder.

Los documentos de licitación se distribuyen a todos los proveedores interesados a y se expiden a un precio nominal que cubre únicamente el costo real de publicación, reproducción y envío de los documentos.

Las ofertas se presentarán en sobres cerrados.

Las ofertas se abren en presencia de los proveedores o de sus representantes.

El contrato se adjudica al proveedor más cualificado, que mejor responda a las condiciones, que sea técnicamente aceptable y ofrezca el mejor precio.

	Concursos competitivos nacionales 
	El procedimiento internacional de ofertas competitivas sólo podrá limitarse a los proveedores nacionales si:  
i) la carga administrativa y financiera anula claramente las ventajas de una licitación internacional abierta;  
ii) el valor del contrato es bajo;  iii) las obras están geográficamente distantes;  o iv) los bienes pueden adquirirse y las obras pueden realizarse en el país a un precio inferior al del mercado internacional.

Los procedimientos son idénticos a los de los concursos competitivos internacionales, excepto que sólo se anuncian en el plano nacional y en Internet.  Pueden competir licitadores internacionales.

	Concursos competitivos restringidos
	Sólo puede recurrirse a ellos si hay una exigencia genuina de los bienes o las obras de que se trate.  Sólo se invita directamente a licitar a un pequeño número de proveedores (siempre tres o más) 

Este tipo de licitación ha de ser aprobado por el Consejo de Compras Públicas antes de iniciar el proceso de adquisición.  La solicitud ha de incluir:  una descripción de la urgencia de la comprac;  explicación de cómo cumplirá el plan la compra no competitiva;  y explicación de las consecuencias adversas que tendrá para el receptor un cambio en los plazos de entrega para que el proceso competitivo sea normal.  
El procedimiento es el mismo que para los concursos internacionales competitivos, con la excepción de que se invita directamente a los proveedores cualificados a que presenten sus ofertas.

	Compra
	Proceso de adquisición simplificado en el que se obtienen y comparan tres ofertas como mínimo;  esta modalidad se emplea en los casos siguientes:  i) para productos normalizados y de especificaciones normales, que se venden al público;  ii) cuando el valor del contrato es bajo;  y iii) para obtener suministros para la continuación de obras en curso.

Si los productos se precisan de manera iterativa y el valor del contrato es elevado, más de 12 millones de leones (4.400 $EE.UU.) la compra no es el método adecuado:  debe recurrirse a un procedimiento de ofertas competitivas.

En el caso de la compra, la base para la adjudicación es el precio.  Han de conseguirse, como mínimo, tres ofertas, para estar seguros de que se obtienen precios competitivos.

	Contratación directa
	Sólo se emplea en las circunstancias siguientes:  i) ampliación de obras en curso o mantenimiento de servicios eficaces (por ejemplo, para el paso de una fase a otra en un mismo proyecto, lo que será beneficioso para éste);  ii) normalización de equipos o repuestos que sólo pueden comprarse al proveedor original;  iii) equipo especializado que sólo puede adquirirse de una única fuente, o conocimientos y capacidades únicos o exclusivos;  iv) la compra de elementos críticamente necesarios para un proyecto más amplio;  y v) en casos de urgencia por catástrofes o accidentes, que requieren una rápida actuación.

El aviso de compra se anunciará en Internet y en él se dirá que se tiene la intención de recurrir a la contratación directa, aduciendo los motivos y concediendo a los proveedores un plazo limitado para presentar cualquier reclamación.

A la contratación directa sólo puede recurrirse con la aprobación previa del Consejo de Compras Públicas y ha de incluir la correspondiente justificación detallada.

	Adquisición de servicios

	Solicitud de ofertas
	Se emplea cuando los insumos o los productos no pueden expresarse de manera cuantitativa ni cualitativa en el momento en que se solicitan las licitaciones, por ejemplo cuando se buscan servicios de consultoría o similares.  La solicitud de ofertas puede utilizarse también para la adquisición bienes complejos cuando la entidad de compra no está segura de las especificaciones funcionales y desea conseguir ofertas.  La solicitud de ofertas conduce a la selección de la que mejor responde a los requisitos especificados, incluido el precio y otros factores.  Cuando convenga, en la solicitud de ofertas puede indicarse que, antes de adjudicar el contrato, pueden entablarse negociaciones en relación con una o más de esas ofertas.

Para evitar cualquier ambigüedad, ha de elaborarse una lista detallada de los criterios de evaluación.  Con este método debe emplearse el sistema de los dos sobres, es decir una propuesta técnica y una propuesta financiera en dos sobres separados.

	Consultores individuales
	Han de emplearse para casos en los que:  i) no se precisan equipos de personal;  ii) no se precisa apoyo profesional adicional exterior (al de la propia empresa);  y iii) la experiencia y calificaciones de las personas son el requisito más importante.  
Para los consultores individuales, igual que para las empresas consultoras, han de elaborarse mandatos que incluyan las calificaciones que se requieren en los consultores.

Se publicará un anuncio de ámbito nacional o internacional según los requisitos.

Los consultores se seleccionarán por comparación entre tres candidatos cualificados, como mínimo;  se selecciona el más adecuado tomando en consideración los aspectos económicos.

Determinados consultores pueden seleccionarse directamente con la debida justificación, en casos excepcionales, como por ejemplo:  i) para tareas que son continuación de trabajo anteriores que el consultor ha llevado a cabo y para los que fue seleccionado de manera competitiva;  ii) asignaciones de menos de un mes de duración;  iii) situaciones de urgencia resultantes de catástrofes naturales;  y iv) cuando la persona es el único consultor cualificado para esa tarea.


a
Las principales directrices para la evaluación de los nuevos proveedores son:  i) la capacidad técnica para entregar las bienes o servicios dentro del plazo;  y ii) la solidez financiera.  En el caso de los proveedores actuales, la puntuación de los resultados en la fase posterior al contrato ayuda a elaborar la lista de proveedores fiables y establecer acuerdos de largo plazo.  Para esto deben tenerse en cuenta principalmente los resultados referentes a lo siguiente:  i) cumplimiento de los plazos de entrega;  ii) la calidad del producto entregado o del servicio prestado;  iii) la calidad del servicio postventa;  y iv) la precisión de la documentación, es decir, de las facturas, y la rapidez de la respuesta..

b 
La expresión "que mejor responda" significa que el proveedor satisface todos los requisitos, es decir especificaciones, plazos de entrega, y términos y condiciones impuestos por la administración.

c
La urgencia no puede ser resultado de la lentitud de los trámites administrativos ni de una falta general de planificación.
Fuente:  
Procurement Reform Executive Secretariat (2004), Interim rules and regulations governing public sector procurement in Sierra Leone, marzo, Freetown.

50. La información básica relativa al contrato (contenido, método de asignación, invitación a licitar) ha de publicarse ampliamente y debe aparecer en Internet.  En la invitación a licitar han de especificarse los criterios que se aplicarán para la evaluación de las ofertas, con el fin de que todos los candidatos posean la misma información.  Para la evaluación de las ofertas se toman en consideración varios criterios (financieros y técnicos).  
51. No parece que en las normas y reglamentos provisionales se estipule ninguna preferencia para los proveedores nacionales, ni limitaciones para los concursantes extranjeros.  
Reclamaciones en relación con las compras del sector público 

52. En virtud de las normas y reglamentos provisionales, la entidad compradora ha de resolver las reclamaciones que, en relación con las ventas, presenten ante todo proveedores, contratistas y consultores.  Si el asunto no puede resolverse, el caso se remite a la Secretaría Ejecutiva para la Reforma de las Compras del Sector Público donde tanto la Unidad Central Provisional de Compras del Sector Público como el Consejo de Compras del Sector Público examinan el caso y adoptan una decisión.  En caso de incumplimiento, el Comité de Dirección para la Reforma de las Compras del Sector Público es el órgano de última instancia.  Sin embargo, este procedimiento no es obstáculo para que el reclamante pueda ejercer sus derechos contractuales en un tribunal de justicia o acuda al arbitraje, si tal disposición está prevista.  
viii) Medidas de urgencia
53. Sierra Leona no tiene marco legislativo e institucional para las medidas antidumping, compensatorias o de salvaguardia.  Según afirman las autoridades, Sierra Leona estudia la posibilidad de desarrollar un marco nacional legislativo y de política general para las medidas de urgencia, de conformidad con el marco armonizado de la CEDEAO.  Sin embargo, Sierra Leona se ve limitada por la falta de capacidad técnica para realizar esa tarea.  En el marco de las negociaciones del acuerdo de asociación económica, la CEDEAO se ha comprometido a elaborar un marco jurídico, político y reglamentario regional para las medidas antidumping y de salvaguardia.  La CEDEAO ayudará a desarrollar ese marco a los países que no lo poseen, (apartado ii) c), párrafo 6 del capítulo II).

ix) Normas y otros requisitos técnicos

a)
Normas, pruebas y certificación
54. El marco institucional de Sierra Leona para las normas está integrado por la Oficina de Normas
 y el Consejo Nacional de Normas, que se estableció en 1996 pero empezó a operar sólo en el año 2000, principalmente por el conflicto civil.
  La Oficina de Normas elabora y adopta normas y presta servicios de pruebas y control de calidad.
55. Según afirman las autoridades, la Oficina de Normas tiene graves problemas de financiación, lo que ha retrasado sus actividades.  Hay que contratar y formar personal cualificado en sectores tales como la metrología, normas, pruebas y gestión de la calidad.  Debe establecerse y equiparse un laboratorio central para que los laboratorios regionales puedan prestar servicios de pruebas, con el fin de dar cobertura nacional a las actividades de verificación de las normas de metrología y de gestión de la calidad.
56. En octubre de 2002 y en febrero de 2003, comenzaron a funcionar respectivamente el Comité Nacional del Codex y el Consejo de Normas Industriales.  
57. Todas las normas son obligatorias y entran en vigor 60 días después de su publicación en la Boletín Oficial.  Actualmente hay en espera de aprobación definitiva 82 normas nacionales relativas a la agricultura, la alimentación, los animales y los productos animales.  En principio, para preparar las normas de Sierra Leona, se emplean como base las normas internacionales.  La Secretaría no disponía de información acerca del número de las normas obligatorias, su cobertura de productos y su conformidad con las normas internacionales.  La Oficina de Normas obtuvo la aprobación del Gabinete de Ministros para percibir cargos por sus servicios, pero la Secretaría no disponía de información sobre la cuota ni sobre el uso de este servicio.
  
58. Todos los códigos de buena práctica, reglamentos y normas deben publicarse en inglés en la Boletín Oficial.  Hasta hoy (octubre de 2004), Sierra Leona no ha notificado ningún reglamento técnico ni su servicio nacional de información en el marco del Acuerdo de la OMC sobre Obstáculos Técnicos al Comercio (OTC).  Según prometen las autoridades, la notificación del servicio de información de Sierra Leona (previsto en el párrafo 2 del artículo 15 del Acuerdo sobre OTC) se hará en breve (párrafo 5) del capítulo II).  La Oficina de Normas es consciente de las medidas que se precisan para cumplir los requisitos sanitarios y fitosanitarios y en materia de obstáculos técnicos al comercio.

59. Sierra Leona no es miembro de la Organización Internacional de Normalización (ISO), por limitaciones financieras.  Según afirman las autoridades, en el presupuesto de la Oficina de Normas para 2005 figura una disposición especial para solicitar la afiliación a la ISO.  
b)
Medidas sanitarias y fitosanitarias
60. La Oficina de Normas tiene mandato de coordinar todas las actividades normativas de Sierra Leona en relación con las normas, y es el servicio nacional de contacto del Codex.  Ello no obstante, la aplicación de los reglamentos sanitarios está encomendada al Departamento de Medio Ambiente, del Ministerio de Salud y Sanidad;  y de las medidas fitosanitarias se encarga la división Fitosanitaria del Ministerio de Agricultura, Silvicultura y Seguridad Alimentaria.  Todas las normas alimentarias de Sierra Leona se basan en las Normas del Codex.  
61. Según las autoridades, en 2004 se solicitó de la Organización para la Agricultura y la Alimentación asistencia técnica para elaborar una ley alimentaria;  Sierra Leona pidió también que se le prestaran cuatro expertos, cuatro nacionales de contrapartida, un laboratorio equipado, y la correspondiente infraestructura para la vigilancia y la observancia.  
62. En tanto que país menos adelantado (PMA), Sierra Leona disponía de un período de transición de cinco años (hasta el 1 de enero de 2000) para poner en armonía  con las disposiciones pertinentes del Acuerdo sobre Medidas Sanitarias y Fitosanitarias cualesquiera medidas que no estuvieran en conformidad con él y afectaran a las importaciones.  Sierra Leona no ha notificado todavía a la OMC su legislación sanitaria y fitosanitaria.  
c)
Marcado, envasado y etiquetado 
63. Sierra Leona no aplica requisitos especiales de marcado, envasado ni etiquetado, excepto los de la Orden sobre el precio de etiqueta, de 1956, que exige que, para reducir los abusos contra los ciudadanos vulnerables o analfabetos, los comerciantes expongan los precios de los productos y la Ley de Pesos y Medidas de 1961.
 

3) Medidas que afectan directamente a las exportaciones

i) Registro y documentación

64. Todas las exportaciones de bienes están sujetas a procedimientos largos y complicados (cuadro III.5).  
65. La Cámara de Comercio, Industria y Agricultura expide un certificado de origen, obligatorio, y certifica los demás documentos de exportación contra pago de un derecho de 50.000 leones (18,5 dólares EE.UU.) para las exportaciones enviadas a los países de la CEDEAO y a la CE.  
66. Los exportadores de diamantes han de estar autorizados por el Ministerio de Recursos Minerales.  La Oficina Estatal para el Oro y los Diamantes se encarga de los procedimientos de certificación de todos los diamantes exportados legalmente de Sierra Leona.  Desde el 1º de enero de 2003, es obligatorio un certificado de origen conocido con el nombre de Plan Kimberly de Certificación de Procesos (apartado i), párrafo 3) del capítulo IV recuadro IV.1).

Cuadro III.5

Procedimientos para la exportación, 2004

	1.
	El exportador presenta al Departamento de Aduanas un contrato de venta o una factura pro forma como prueba de un pedido de exportación.

	2.
	Los exportadores rellenan los formularios de exportación C1 y C2.  Estos formularios se preparan por septuplicado.  Se rellena también un formulario de procedimiento de repatriación de los ingresos por exportaciones, dirigido al banco local del exportador.  Los formularios se entregan al exportador.

	3.
	El exportador presenta a su banco local los formularios C1 y C2.  El banco local completa el formulario de repatriación, lo firma y lo sella, confirmando que el banco recaudará los ingresos de exportación.

	4.
	Los exportadores de productos agrícolas (cacao, café, piassava, nueces de cola, jengibre, nueces del Brasil) acuden al Banco Comercial de Sierra Leona para ingresar el 2,5 por ciento del valor de la exportación en la "cuenta de fondos de comercialización" del Comité Ad Hoc para las Mercancías, según proceda.  Esta cantidad ha de pagarse en dólares de los Estados Unidos o en la moneda de la factura pro forma o del contrato de venta , si no están denominados en dólares de los Estados Unidos.

	5.
	El exportador, con todos los documentos y recibos de los pasos 1 a 4 acude a la Cámara de Comercio y solicita un Certificado de Origen, obligatorio, previo pago de 50.000 leones, sólo para productos agropecuarios.

	6.
	El exportador vuelve al Departamento de Aduanas y presenta todos los formularios y recibos mencionados en los pasos 1 a 5.

	7.
	El Departamento de Aduanas expide al exportador el Formularioa EUR I.  Se autoriza entonces al exportador para que exporte sus productos.

	8.
	Es preciso que presencien el llenado o la carga de las mercancías en los contenedores las siguientes instituciones/departamentos:  i) la oficina de aduanas;  ii) la agencia consignataria;  iii) el comité ad hoc para las mercancías;  iv) la división de inspección de las mercancías;  v) la oficina de normas,  y .vi) la compañía aseguradora (sólo en el caso de contratos c.i.f.).  

	9.
	Las mercancías se trasladan al puerto de carga y se embarcan.

	10.
	El exportador recoge el conocimiento de embarqueb que le entrega el capitán del barco.

	11.
	El exportador presenta al banco local todos los documentos de expedición o los envía por correo al comprador, según se haya convenido en la operación..


a
Formulario necesario para la exportación hacia la Comunidad Europea y los Países ACP.

b
Los conocimientos de embarque se expiden generalmente en grupos de tres originales y tres copias no negociables.  Cuando las mercancías se transportan por aire, se expide una nota de embarque aéreo.  Ambos documentos se expiden gratuitamente..
Fuente:
SLEDIC (sin fecha), The Beginners' Guide to Exporting.

67. Para poder beneficiarse de la Ley sobre Crecimiento y Oportunidades para África 2000 a partir de abril de 2004, los productores o exportadores de artículos textiles y de prendas de vestir de Sierra Leona deben registrarse en el Ministerio de Comercio e Industria.  Es obligatorio un certificado de origen y un visado para los textiles y prendas de vestir originarios y exportados de Sierra Leona;  expide ese certificado el Comisario General (apartado iii), párrafo 6) del capítulo II).
  En el Ministerio de Comercio e Industria se ha establecido una Secretaría para esa Ley, y en el marco de ese plan se han inscrito 26 empresas.  
ii) Impuestos, cargas y gravámenes a la exportación
68. La mayoría de los impuestos a la exportación se eliminaron en 1993.  Sin embargo, las exportaciones de productos del cacao y del café siguen sujetos a un gravamen, fijado actualmente en el 2,5 por ciento del valor f.o.b.  de exportación, y que se paga al Gobierno a través del Comité Estatal Ad Hoc para los Productos Básicos.

69. Desde 1980 viene percibiéndose un impuesto del 3 por ciento sobre todas las exportaciones de diamantes valoradas por la Oficina Estatal para el Oro y los Diamantes, juntamente con la firma Diamond Counsellors International (apartado i) b), párrafo 3) del capítulo IV).  En el marco de la Política Minera de 1998, los ingresos procedentes de ese impuesto se distribuyen entre cinco destinos/beneficiarios:  el impuesto sobre la renta (0,75 por ciento);  el Fondo para el Desarrollo de la Comunidad de la Región Diamantífera (0,75 por ciento);  el Fondo Consolidado (0,75 por ciento);  el Derecho del Tasador Independiente (0,45 por ciento);  y el Derecho de vigilancia (0,30 por ciento) (párrafo 3 del capítulo IV).  
70. Los diamantes exportados en regímenes especiales se gravan con un impuesto extraordinario del 2 por ciento en lugar del derecho de licencia 
, además del impuesto normal de exportación, del 3 por ciento (párrafo 3 del capítulo IV).

iii) Prohibiciones, restricciones y licencias de exportación 

a)
Restricciones y licencias de exportación 
71. Las restricciones a las exportaciones se aplican por motivos de salud, seguridad y medioambientales.  Para la exportación de plantas y de carbón vegetal se precisa un permiso especial expedido por el Ministerio de Agricultura y Recursos Naturales (apartado iv), párrafo 2) del capítulo IV).

72. El Ministerio de Agricultura y Seguridad Alimentaria ha de expedir un certificado fitosanitario/de fumigación, en el que conste que los envíos de bienes perecederos cumplen los requisitos internacionales de salud pertinentes, o han sido fumigados con los productos químicos prescritos, con arreglo a los requisitos internacionales.  El Ministerio percibe un derecho por la fumigación de los productos y por la expedición del certificado.  
73. El oro y los diamantes, y cualesquiera otros bienes o materiales, según prescriba la ley, están sujetos a requisitos de licencias de exportación (sección i) y párrafo 3) del capítulo IV).

74. En 2002 y 2003, los extranjeros debían pagar derechos más elevados que los nacionales por las licencias de exportación de diamantes.  Esta política discriminatoria se adoptó para alentar a los nacionales a participar en ese sector, que se considera de vital importancia para el desarrollo económico de Sierra Leona.
  Desde 2004 viene aplicándose un tipo uniforme.

iv) Zonas de elaboración para la exportación
75. Sierra Leona está tratando de establecer zonas de elaboración para la exportación, aunque todavía no se ha aprobado legislación a este respecto (párrafo 7 del capítulo II).  
v) Subvenciones a la exportación y promoción de las exportaciones

76. Según afirman las autoridades, Sierra Leona no aplica ningún plan de subvenciones a la exportación ya que aun la ayuda a la producción es difícil de prever por lo limitado de los recursos presupuestarios.  La autoridades indican que no prevén conceder subvenciones directas a la exportación de productos agropecuarios.  Sin embargo, se concede una serie de incentivos fiscales (párrafo 7 del capítulo II).

4) Medidas que afectan a la producción y al comercio

i) Impuestos 

77. Según afirma el Ministerio de Hacienda, en el primer semestre de 2003, Sierra Leona dependió mucho de la imposición indirecta (incluidos los impuestos a las importaciones), que aportó aproximadamente el 60 por ciento de las rentas del Estado;  los impuestos sobre las personas físicas y las sociedades representaron respectivamente el 12 por ciento y el 14 por ciento.
  

a)
Imposición indirecta
78. En la actualidad, Sierra Leona percibe un impuesto del 17,5 por ciento sobre las ventas (excepto las de instalaciones y maquinaria)
;  ese impuesto se introdujo en 1995 (y se redujo un 20 por ciento en agosto de 2003);  y percibe asimismo, sobre la producción, la fabricación y la venta de productos del petróleo, determinados alcoholes y tabaco, impuestos de consumo que se introdujeron en 1979 (párrafo iii) e), de la sección 2).  Estos impuestos indirectos se aplican tanto a las mercancías nacionales como a las extranjeras.  
79. Otros impuestos indirectos vigentes son el impuesto a los extranjeros (sobre los viajes);  el impuesto de restaurantes (10 por ciento);  el impuesto de actividades recreativas (10 por ciento);  y el impuesto telefónico aplicado a las llamadas internacionales (10 por ciento).

80. En la actualidad se examina la posibilidad de aplicar a medio plazo (en 2007) un impuesto general sobre el consumo, al modo de un impuesto sobre el valor añadido (IVA), para mejorar el cumplimiento fiscal, mejorar el entorno empresarial y generar mayores ingresos (apartado i), párrafo 4) del capítulo I).

b)
Imposición directa
81. Desde el 1º de abril de 2004, el impuesto sobre los beneficios de las empresas se ha fijado en el 30 por ciento para todos los sectores, aunque todavía no se aplica.  
82. Desde el 1º de abrid de 2002, el umbral para el impuesto sobre la renta de las personas físicas es de 1.000.000 de leones (370 dólares EE.UU.) -antes era de 800.000 leones-, y el tipo marginal máximo para las personas empleadas, los trabajadores independientes y los propietarios es el 35 por ciento, (anteriormente era el 40 por ciento);  el impuesto sobre la nómina anual se ha establecido en 1.000.000 de leones para quienes no son ciudadanos de países de la CEDEAO y en 100.000 leones para los ciudadanos de los países de la CEDEAO (cuadro II.1).  En 2004, las condonaciones de rentas resultantes de estos cambios en la fiscalidad aplicable a las personas físicas ascendieron, según estimaciones, a unos 8.000 millones de leones (3 millones de dólares EE.UU.);  los ingresos netos condonados en impuestos sobre las sociedades ascienden, según las estimaciones, a 3.800 millones de leones (1,4 millones de dólares EE.UU.).
 
ii) Asistencia a la producción

83. Sierra Leona ha concedido, a los productores nacionales en general, asistencia en forma de incentivos fiscales;  la nueva legislación sobre esos incentivos entró en vigor en agosto de 2004, sustituyendo al marco legislativo de 1969 y otras leyes.
  Los incentivos fiscales para las actividades de elaboración de productos agropecuarios están vinculados a una medida en materia de inversiones relacionadas con el comercio (TRIM), que exige el 60 por ciento de aportación nacional o de valor añadido (párrafo 7) del capítulo II, cuadro II.1 y apartado ii) b), párrafo 2) del capítulo IV). 

iii) Política de competencia
84. Sierra Leona no tiene legislación interna sobre competencia, aunque las autoridades tienen la intención de elaborarla y de llevar adelante un programa legislativo.  Según afirman las autoridades, se ha establecido un órgano de protección del consumidor, que dirige una organización no gubernamental.  
iv) Derechos de propiedad intelectual

85. Sierra Leona es miembro de la Organización Regional Africana de Propiedad Industrial (ORAPI).
  La ORAPI se estableció en virtud del Acuerdo de Lusaka de 1976;  su sede se encuentra en Harare (Zimbabwe).

86. Desde 1986, Sierra Leona es parte en el Convenio por el que se establece la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI), firmado en Estocolmo (1967).  En 1997, Sierra Leona amplió sus compromisos de protección de los derechos de propiedad intelectual (DPI) entrando a formar parte del Tratado de París, del Tratado de Cooperación en materia de Patentes, y del Arreglo de Madrid relativo al Registro internacionales de marcas
, de la OMPI;  actualmente es parte en tres de los 21 tratados que administra la OMPI.  
87. En tanto que país menos adelantado, se ha concedido a Sierra Leona una prórroga del plazo, hasta 2006, para aplicar plenamente el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio (Acuerdo sobre los ADPIC).  Según afirman las autoridades, se han adoptado las medidas siguientes para cumplir las obligaciones previstas en ese Acuerdo:  establecimiento de un comité encargado de las cuestiones relacionadas con los ADPIC
;  un proyecto de Ley sobre Patentes y Dibujos y Modelos Industriales, que está siendo analizado;  planes para modificar la Ley de Marcas de Fábrica y de Comercio (capítulo 244);  y actuaciones de sensibilización.  El programa de obligaciones relacionadas con los ADPIC se ocupará primero de las Patentes, después se ocupará de las marcas de fábrica y de comercio y, finalmente, de la observancia e infracción del derecho de autor.

88. Según afirman las autoridades, hasta hoy la única asistencia técnica que se ha proporcionado a través de la OMPI;  esa asistencia se ha referido al examen de proyectos y a la formulación de observaciones.  
Cuestiones institucionales y medidas de observancia

89. Desde 1913, la administración de registro de los DPI corre a cargo de la Oficina del Administrador y Registrador General.  
90. Las autoridades indican que las normas sobre los DPI relativas a las medidas en frontera se redactaron y se incluyeron en la Ley de Derecho de Autor, de 1965.  Al parecer, por falta de medios esta ley no se aplica de manera efectiva.

91. Según afirman las autoridades, en el último decenio sólo se han llevado a los tribunales unos 10 casos relativos a los DPI.  La mayoría de los casos se resuelven antes de llegar al tribunal.

b)
Propiedad Industrial 
Patentes y modelos de utilidad 

92. Desde diciembre de 1982, en el marco del Protocolo de Harare, de la ORAPI, la oficina de este organismo
 se encarga del examen de fondo de la patentabilidad.  Si no se cumplen lo requisitos de patentabilidad, el examen establece una presunción de validez de la patente en los territorios designados por el solicitante;  para rechazar la validez de la patente, el territorio de que se trate ha de presentar sus motivos por escrito en el plazo de seis meses.  La legislación relativa a la protección mediante patente no abarca los productos agrícolas ni los productos farmacéuticos.  En cuanto a los dibujos y modelos industriales, los exámenes de la ORAPI se centran en cuestiones de forma (en oposición a las cuestiones de fondo que se consideran en relación con las solicitudes de patente).  Si estos requisitos se satisfacen, el dibujo o modelo industrial se registra y ello confiere protección al dibujo o modelo de que se trate, en los países miembros de la ORAPI.  Sierra Leona no ha ratificado el Protocolo de Harare.  
93. El registro de patentes implica que han de registrarse de nuevo las patentes ya concedidas en el Reino Unido.
  Todo concesionario de una patente en el Reino Unido, o persona que derive su derecho de ese concesionario podrá solicitar el registro de la patente en Sierra Leona dentro de los tres años siguientes a la fecha de su concesión.  Las solicitudes deberán ir acompañadas de una copia certificada de la especificación de la patente del Reino Unido y de una copia certificada por el Controlador General de la Oficina de Patentes del Reino Unido, en la que se den los detalles completos de la concesión de la patente.  Previo pago de los cánones prescritos, el Registrador General expide un certificado de registro.  Hasta la fecha no se ha concedido ninguna patente.  
Protección de las obtenciones vegetales

94. Sierra Leona no ha ratificado el Tratado de la Unión Internacional para la Protección de las Obtenciones Vegetales (UPOV).
 

Marcas de fábrica o de comercio

95. En el Protocolo de Banjul sobre las Marcas se establece un sistema de cumplimentación de las marcas de fábrica y de comercio, que es compatible con el Protocolo de Harare.
  En virtud del Protocolo de Banjul, el solicitante puede presentar una única solicitud en uno de los Estados contratantes o directamente en la Oficina de la ORAPI y designar, en la solicitud, los Estados en los que la marca ha de estar protegida.  Desde 1997, el Protocolo ha sido objeto de amplias revisiones para hacerlo compatible con el Acuerdo sobre los ADPIC.  Según afirman las autoridades, Sierra Leona examina todavía las posibilidades de su aplicación.  No es seguro que el Protocolo de Banjul vaya a ser beneficioso, especialmente porque Sierra Leona ya se ha adherido al Arreglo de Madrid.  
96. En virtud de la Ley de marcas de Fábrica y de Comercio
, se concede protección durante un período de 14 años contados a partir de la fecha de la solicitud, y puede renovarse por otro período de 14 años.  La protección se aplica a una palabra o mecanismo y a un bloque fijo de la marca de fábrica o de comercio.  La marca impresa se envía al Encargado del Registro, que asigna un número a la solicitud.  En ésta deben constar los bienes para los que va registrarse la marca.  El Encargado del Registro anuncia entonces la marca en la Boletín de Sierra Leona:  primeramente, que se ha 'recibido' y, después, que se ha ‘aceptado’, excepto si el Encargado del Registro deniega la solicitud, en cuyo caso deben hacerse constar por escrito los motivos por los que se rechaza.  La decisión del Encargado del Registro puede ser objeto de apelación ante los tribunales.

97. Cuando la solicitud de registro de una marca de fábrica o de comercio se ha aceptado o se ha decidido no hacer oposición a favor del solicitante, el Encargado del Registro registrará la marca de fábrica o de comercio.  En esto se tardará de seis a ocho meses.  Si la marca de fábrica o de comercio no se renueva, será suprimida del Registro.

98. Según afirman las autoridades, todavía está en vigor la Orden sobre Marcas de Mercancías (capítulo 245), de fecha 13 de febrero de 1956.  Hay proyectos de legislación sobre patentes y dibujos y modelos industriales (ya redactada y en poder del Departamento de Justicia) y sobre marcas de fábrica y de comercio (aún en período de consultas) 

c)
Otros objetos de propiedad intelectual
99. La Ley de Derecho de Autor, de 1965, es el marco jurídico de Sierra Leona para las obras originales de grabaciones sonoras, películas cinematográficas, y emisiones de radiodifusión.
  La protección mediante el derecho de autor dura 50 años contados a partir del fin del año natural de la muerte del autor.  En virtud de la Ley Nº 29 sobre la Adaptación de las Leyes, se modificaron, en 1972, la legislación y los reglamentos nacionales sobre las marcas de fábrica y de comercio, las indicaciones geográficas, los dibujos y modelos industriales y las patentes.  
v) Aspectos medioambientales 
100. En 1994, Sierra Leona adoptó la Política Nacional sobre Medio Ambiente y, en el año 2000, la Ley de Protección Medioambiental, destinadas a conseguir el desarrollo sostenible mediante una gestión medioambiental idónea.
  Los principales sectores de aplicación de esta política son:  la propiedad y el uso de la tierra y la conservación del suelo;  la gestión de los recursos hídricos;  los bosques y la fauna salvaje;  la biodiversidad y la herencia cultural;  el ruido y la calidad del aire;  el alcantarillado y la gestión de los desechos y desperdicios;  las sustancias tóxicas peligrosas;  la minería y los recursos minerales;  los recursos costeros y marinos;  el entorno laboral (salud y seguridad en el trabajo);  la producción y uso de la energía;  los asentamientos humanos, los espacios de ocio y recreo y las tierras de cultivo;  la participación del público;  la calidad de vida;  las cuestiones de género y el medioambiente.  Para que cualquier nueva empresa pueda empezar a funcionar se precisa una Licencia de Evaluación del Impacto Medioambiental que ha de obtenerse del departamento de Medio Ambiente.
� Expide esos dos documentos la compañía de inspección previa a la expedición después de haber hecho la inspección en el país o en el puerto de expedición.





� Autoridad Fiscal Nacional, Departamento de Aduanas e Impuestos Indirectos.





� Según afirman las autoridades, no hay fecha fija para la aplicación del Sistema ASYCUDA.  El DFID va a prestar apoyo y realizar un estudio comparativo entre ASYCUDA y Trade Net.


� Entre febrero de 1994 y marzo de 2004 la Oficina de Inspección, Valoración y Control Internacional realizó actividades de inspección previa a la expedición de todas las importaciones y exportaciones comerciales e industriales de Sierra Leona;  esta Oficina había sustituido a la Compañía de IPE cuyo contrato había expirado.





� Se otorgó un contrato de tres años, renovable por un nuevo trienio.





� Están exentos:  las armas y municiones;  las piezas y accesorios importados por el Gobierno de Sierra Leona para usos militares o paramilitares;  los explosivos y productos pirotécnicos;  las muestras comerciales;  los animales vivos;  las frutas;  las legumbres y hortalizas;  los huevos;  y la carne fresca, refrigerada o congelada (partidas arancelarias 1, 2, 3, 7, 8 y 04.07);  los productos de valor f.o.b. no superior a 2.000 dólares EE.UU. o equivalente (sin embargo, los envíos parciales de mercancías por valor inferior al umbral estarán sujetas a inspección si el valor total de las mercancías incluidas en el envío es igual o superior al umbral);  los periódicos o revistas (SA 49.02);  los metales preciosos y las piedras preciosas (partidas 7101 a 7112 del SA);  las obras de arte, piezas de colección y antigüedades (SA97);  las mercancías recibidas por mensajería o paquete postal;  los efectos personales y domésticos;  los bienes de las Naciones Unidas, diplomáticos y consulares importados expresamente para uso propio;  electricidad;  los bienes pertenecientes a las ONG;  las sustancias radioactivas y nucleares.  Todas las importaciones oficiales están sujetas a inspección previa a la expedición, salvo en caso de que el Ministro de Hacienda haya enviado una carta de exención





� Si el valor f.o.b es inferior a 20.455 dólares EE.UU., los importadores adeudarán el cargo mínimo de 225 dólares EE.UU.  Los cargos de la Oficina de Inspección  previo al envío eran:  1,10 por ciento del valor en factura o de la cifra posteriormente ajustada, con un cargo mínimo de 250 dólares EE.UU.;  un cargo del 0,15 por ciento del valor de factura, o del valor ajustado, en concepto de comunicación del derecho de importación;  y la parte nacional del 0,10 por ciento del valor de factura.





� Las exportaciones de arroz están sujetas a análisis y valoración documental sobre la base exclusiva de la documentación facilitada por el importador/abastecedor.  Intertek no garantiza la información contenida en los documentos que facilita el importador/proveedor ni la calidad o la cantidad de ningún envío de arroz.  Intertek y la AFN acordaron que seis meses después del inicio de este acuerdo se haría un examen de este servicio.


� En los IDI figura el valor f.o.b., el flete, el seguro, el número del contenedor, el número de sellado, el nombre y la dirección del importador y del exportador, la designación de las mercancías, su valor sujeto a derechos y una estimación del derecho que ha de pagarse.





� La base de datos de las valoraciones en aduana comprende el valor declarado por importadores anteriores o confirmado por Intertek, sobre cuya base se ha pagado el derecho.





� El funcionario de aduanas puede solicitar actas de las mercancías examinadas, cuando su designación o embalaje no coincide con la información que figura en la base de datos de las valoraciones.  Las autoridades afirman que esto se hace para mantener la equidad con los importadores de los mismos productos.





� Información disponible en:  http://www.intertek-fts.com/section_02/index.htm [16 de septiembre de 2004].





� Artículo 12, de la Ley del Arancel de Aduanas Nº 16 de 1978.


� La asistencia recibida consistió en lo siguiente:  se ha contratado a un consultor con la ayuda del Commonwealth, y su labor comenzará en breve;  se ha informatizado en parte los trámites para la evaluación y la sección informática del Departamento de Aduanas e Impuestos Indirectos.  Piden más asistencia al Commonwealth y otros organismos para formar a los funcionarios de aduanas.





� Información disponible en:  http://www.unece.org/trade/kyoto/ky-02-e3.htm#Entry [25 de abril de 2004].





� Artículo 54 del Tratado Modificado de la CEDEAO.





� Reglamento C/REG.3/4/02, de 23 de abril de 2002, por el que se establece el procedimiento para la aprobación de los productos originarios para que puedan beneficiarse del plan de liberalización del comercio de la CEDEAO;  y Reglamento C/REG.4/4/02 por el que se adopta el Certificado de Origen y Protocolo de la CEDEAO A/P1/1/03, de 31 de enero de 2003, relativo a la definición de los conceptos aplicables a los productos originarios de los Estados miembros de la CEDEAO.  


� Documento G/RO/57 de la OMC, de 9 de diciembre de 2003.





� El arancel de Sierra Leona se recopiló en 1994 y la última modificación de su estructura tuvo lugar en agosto de 2003.  Para hacer su análisis arancelario para el presente Examen de las Políticas Comerciales, la Secretaría de la OMC refundió el arancel en la nomenclatura del SA02.  





� Ministry of Development and Economic Planning (2001).





� Barrie y Kaindaneh (sin fecha).





� Bank of Sierra Leone (2003b).





� El estudio de las modalidades de un sistema de impuestos sobre el valor añadido es una de las metas estructurales para 2004 (Informe Nº 04/49 del FMI sobre el país).





� Documento de la OMC G/MA/IDB/2/Rev.18, 26 de marzo de 2004.





� Los productos consolidados al 30 por ciento son los siguientes:  productos farmacéuticos;  fertilizantes;  desinfectantes, insecticidas, fungicidas, herbicidas, pesticidas;  libros, folletos, prospectos y hojas impresos;  libros de imágenes y cuadernos para niños;  mapas;  bombas para líquidos, de aire y de vacío y compresores de aire o de gas, ventiladores;  maquinaria y repuestos mecánicos, equipos eléctricos y sus partes;  transmisores, televisores en color;  tractores;  autobuses, camiones y tráileres;  e instrumentos y aparatos de medicina, odontología, cirugía y veterinaria.  Las partidas consolidadas al 35 por ciento son:  herramientas e instrumentos manuales.  Las partidas consolidadas al 70 por ciento son los vehículos automóviles de hasta 2.000 cc.  Las partidas consolidadas al 80 por ciento son los vehículos automóviles de más 2.000 cc.





� Statistics Sierra Leone (2001).





� Se incluye también el impuesto de la CEDEAO, del 0,5 por ciento.





� Discurso sobre el Presupuesto Nacional para 2002.  Disponible en:  http://www.sierra-leone.org/ budget2002.html [5 de octubre de 2004].





� Presupuesto y Declaración de políticas financieras del Gobierno para el ejercicio financiero de 2004.





� Información facilitada por la Autoridad Portuaria de Sierra Leona.


� Están prohibidas las importaciones de narcóticos y películas pornográficas y de pantallas.  Están restringidas las importaciones de sosa cáustica, productos farmacéuticos y moneda nacional.





� La Ley Agropecuaria (Aviso público Nº 66 de 1974) - (cap. 185), 12 de diciembre de 1974.





� National Commission for Privatisation (2003).





� En los primeros años del decenio de 1990, operaban en todos los sectores de la economía unas 44 empresas públicas.  En 1993 se inició un programa de reforma de la empresa pública y desinversión.  En 1996, se anuló por falta de resultados el mandato de la Comisión para la reforma de la empresa pública y la desinversión.





� National Commission for Privatisation (2003).





� Government of Sierra Leone (2002).





� Secretaría Ejecutiva para la Reforma de las Compras del Sector Público (marzo de 2004).





� El Vicepresidente de Sierra Leona es el Presidente de este Comité y participan el PNUD, el Banco Mundial, el Departamento británico de promoción del desarrollo y la reducción de la pobreza (DFID) y la Unión Europea, además de otros Ministros.





� La Secretaría hará las veces de centro de información sobre la reforma de las compras del sector público y supervisará la labor de la Unidad Central Provisional de Compras del Sector Público y del Consejo de Compras del Sector Público.





� La UCPC contará con dos funcionarios de compras en dedicación completa con el apoyo del personal administrativo que sea necesario.  Además, se elaborará a lista breve de asesores técnicos independientes (arquitectos, ingenieros, expertos médicos, etc.) que se contratarán como reserva para que proporcionen asesoramiento técnico de expertos al personal de la Unidad cuando lo precise.





� La aprobación incluirá:  i) cerciorarse de que cada propuesta de compra está en conformidad con las normas y reglamentos, los procedimientos y las instrucciones;  ii) examinar el proceso de compra para cerciorarse de que es transparente, justo, competitivo y económico;  iii) examinar las consecuencias financieras y jurídicas del contrato propuesto;  iv) revisar el proceso de evaluación;  y v) cerciorarse de que se dispone de los fondos adecuados para cubrir el costo del contrato propuesto.





� El proceso de certificación no es automático ya que, desde que se introdujeron las normas y reglamentos provisionales se considera que ninguna de las entidades de compra está certificada.  Esto implica que la Secretaría Ejecutiva para la Reforma de las Compras del Sector Público ha de hacer una evaluación de cada entidad compradora para cerciorarse de que ésta tiene recursos, pericia y logística suficientes para hacerse cargo de las compras del sector público.  Por otra parte, un programa de reforma de las compras ofrecerá a las entidades compradoras formación y apoyo adecuados, contratando en esas funciones con consultores externos o mediante el recurso a asesoramiento y aplicando un programa interno para crear las capacidades necesarias.  





� Información disponible en:  http://slstandard.tvs.com/ [7 de octubre de 2004].





� Ley de Normas Nº 2 de 1996;  Decreto Nº 2 del Consejo Nacional Provisional, de 12 de enero de 1996;  y Aviso Público Nº 9 de 24 de enero de 2000, del Ministerio de Comercio, Industria y Empresas del Estado.





� Ley de Normas Nº 2 de 1996.





� Ley Nº 22 de 1961 (Parte VI Artículos 32 - 35).





� Instrumento legislativo:  Reglamento 2004 de Control de las Exportaciones (textiles y prendas de vestir), Suplemento del Boletín de Sierra Leone, Vol. CXXXV, Nº 16, 11 de marzo de 2004.





� Según las autoridades, regímenes especiales son las exportaciones únicas hechas por exportadores que desean verificar el mercado (se les permite exportar sólo una vez) o las de los turistas que desean exportar sólo un diamante.





� Government Gold and Diamond Office (2003).





� Ley de la Agricultura (Aviso público Nº 66 de 1974) - (cap. 185), 12 de diciembre de 1974;  y Ley del Sector Rural (Aviso Público Nº 16 de 1990) - (cap. 75), 31 de diciembre de 1990.





� Artículo 9 de la ley de Promoción de las Inversiones, 2004.





� Government Gold and Diamond Office (2003).





� Ministry of Finance (2003).





� La base de valoración para el impuesto sobre las ventas es el precio en fábrica para las manufacturas nacionales y el precio c.i.f. más los derechos, para las importaciones (derecho de consumo e importación).





� Ministry of Development and Economic Planning (2001).





� Government Budget (2003).





� Ley de 1969 sobre los no ciudadanos (Comercio y Actividades Económicas).





� Los demás miembros del Acuerdo de Lusaka son:  Botswana, Gambia, Ghana, Kenya, Lesotho, Malawi, Mozambique Somalia, Sudán, Swazilandia, Tanzanía, Uganda, Zambia, y Zimbabwe.  Información disponible en:  http://www.aripo.wipo.net [23 de mayo de 2004].





� Información disponible en:  http://www.wipo.int/treaties/en/convention/index.html [24 de mayo de 2004].





� El Comité se encarga de la informatización de los registros.





� En diciembre de 1982, el Consejo administrativo de la ARIPO adoptó el Protocolo que entró en vigor en 1984.





� Ley de Patentes Nº 21, capítulo 247 del Compendio legislativo de Sierra Leona 1960, modificado en virtud de la Ley de adaptación de los textos legislativos, Nº 29, de 1972.





� Información disponible en:  http://www.upov.int/en/about/members/pdf/pub423.pdf [11 de junio de 2004].





� El Consejo administrativo de la ORAPI adoptó el Protocolo en 1993, ésta entró en vigor el 6 de marzo de 1997 para Malawi, Swazilandia, y Zimbabwe, y en 1999 para Lesotho y Tanzanía.





� Capítulo 244 del Compendio legislativo de Sierra Leona (Vol. IV, y Normas sobre las Marcas de Fábrica y de Comercio, Vol. VIII).





� Ley Nº 28, de 6 de agosto de 1965, que sustituye a la disposiciones de la Ley de Derecho de Autor de 1911.





� Ministerio del Territorio, la Vivienda, la Planificación y el Medio Ambiente.








